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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 16 de diciembre de 1999, 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
extraordinaria, a solicitud de varios señores Senadores, 
el próximo martes 21, a la hora 15, a fin de hacer cesar el 
receso y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


1% — por el que se concede la autorización para salir del 
país al Buque ROU “VANGUARDIA” y su tripula- 
ción para participar en la Campaña Antártica 1999- 
2000. 


(Carp. N* 1477/99 - Rep. N* 992/99) 


2%) por el que se introducen modificaciones al Código 
del Proceso Penal. 


(Carp. N* 1073/99 - Rep. N* 1002/99) 


Quena Carámbula 
Prosecretaria.” 


Jorge Moreira Parsons 
Secretario 


2) ASISTENCIA 

ASISTEN: los señores Senadores Arismendi, Astori, At- 
chugarry, Bentancur, Bergstein, Caviglia, Cid, Couriel, Chie- 
sa, Chiruchi, Garat, García Costa, Gargano, Irurtia, Iturria, 


Korzeniak, Mallo, Michelini, Millor, Pais, Pereyra, Pozzolo, 
Ricaldoni, Sanabria, Sarthou, Segovia y Virgili. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Heber y Hie- 
rro López; con aviso, los señores Senadores Gandini y Santo- 


ro y, sin aviso, la señora Senadora Dalmás. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierto el 
acto. 


(Es la hora 15 y 19 minutos) 
3) LEVANTAMIENTO DEL RECESO 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el levantamiento 
del receso. 


Se va a votar. 

(Se vota: ) 

-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
4) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de los asuntos entra- 
dos. 
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5) 


(Se da de los siguientes: ) 


“El Ministerio de Relaciones Exteriores remite la in- 
formación solicitada por el señor Senador José Korze- 
niak relacionada con el nombre completo de la o las per- 
sonas que en el período transcurrido entre el 1” de ene- 
ro de 1995 y el 1” de junio de 1996 desempeñaron el 
cargo de Embajador de los Estados Unidos de Norte 
América en nuestro país. 

-OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADO AL SE- 
ÑOR SENADOR JOSE KORZENIAK. 


El Ministerio de Salud Pública remite la información 
solicitada por el señor Senador Alberto Cid relacionada 
con la situación del Centro Departamental de Salud Pú- 
blica de Rivera. 

-OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADO AL SE- 
ÑOR SENADOR ALBERTO CID. ” 


EXPOSICION ESCRITA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una exposición es- 


crita. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Gargano solicita se curse al Mi- 
nisterio de Educación y Cultura una exposición escrita 
para que se conceda una pensión graciable al ciudada- 
no Eugenio Darnet, destacado artista plástico urugua- 


” 


yo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se accede al 


trámite solicitado. 


(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Texto de la exposición escrita) 
“Montevideo, 21 de diciembre de 1999, 


Señor Presidente del Senado de la República 
Don Hugo Fernández Faingold 


De mi mayor consideración: 


Sobre la base de las normas legislativas correspon- 
dientes solicito a usted eleve al Ministerio de Educa- 
ción y Cultura el pedido de una pensión graciable para 
el ciudadano Eugenio Darnet, destacado artista plástico 
uruguayo, nacido en Montevideo en el año 1924. 


Eugenio Darnet tiene una amplísima trayectoria artís- 
tica, que se inicia en 1945 en la Escuela Nacional de 
Bellas Artes. Posteriormente, en 1947, es becado a la 
Escuela del Louvre, donde realiza estudios de Historia 
del Arte. Hasta 1950 es alumno de André Latne. En 1952 
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6) 


ingresa al Atelier de Grabado de la Escuela de Bellas 
Artes de Montevideo. En 1955 recibe el título de licen- 
ciado en Artes Plásticas , París VIII 


Desde 1955 a la fecha realiza diversas exposiciones, 
tanto en nuestro país como en el exterior, obteniendo 
diversos premios como el premio Jean Miró, en Barcelo- 
na, logrado los años 1970, 71 y 72. En 1974 logró el Gran 
Premio en el Primer Concurso de Artes Gráficas del Club 
del Grabado de Montevideo. En 1984 obtiene el gran 
premio de la Bienal de La Habana. Luego de una larguí- 
sima serie de exposiciones en varios países del mundo 
y, especialmente en diversas galerías de la ciudad de 
París, Darnet culmina en 1997 con una destacada mues- 
tra de sus obras que se realizara en los salones del Ban- 
co Interamericano de Desarrollo (BID). 


Darnet también participó con sus obras en diversas 
publicaciones, desde el año 1950 hasta 1997. 


Por estas razones estimamos que al ciudadano Euge- 
nio Darnet le corresponde ser considerado para otorgár- 
sele una pensión graciable, especialmente que se trata 
de una personalidad de la mejor talla artística, que ade- 
más ha dejado bien en alto los prestigios de nuestro 
país en todo el mundo. 


Sin otro particular, descontado su atención a esta 
solicitud, le saluda atentamente, 


Reinaldo Gargano. Senador.” 


SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de li- 


cencia llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Heber solicita licencia por el día 
de la fecha.” 


Léase. 
(Se lee:) 


“Sr. Presidente de la 

Cámara de Senadores 

Lic. Hugo Fernández Faingold. 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Tengo el gusto de dirigirme a usted con el fin de 
solicitarle al Cuerpo que usted preside licencia por el día 
21 de diciembre, y asimismo que se convoque al suplen- 
te que corresponda. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamente, 


Luis Alberto Heber. Senador.” 
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C.S.-353 


Se va a votar la licencia solicitada. 
(Se vota: ) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se convocará al suplente respectivo, que lo es el señor 
Senador Caviglia, quien ya ha prestado el juramento de estilo 
por lo que, si se encontrara en Antesala, se le invita a pasar al 
Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Caviglia) 
Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Hierro López solicita licencia por 
el día de la fecha.” 


Léase. 
(Se lee:) 


“Señor Presidente del Senado 
Lic. Hugo Fernández Faingold 
Presente 


De mi consideración: 


Por la presente solicito al señor Presidente se me 
otorgue licencia sin goce de sueldo por el día de hoy. 
Asimismo, ruego a usted se convoque al suplente res- 
pectivo. 


Saluda a usted atentamente, 
Luis Hierro López. Senador.” 
Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se convocará al suplente respectivo, que lo es el señor 
Senador Pais, quien ya ha prestado juramento de estilo por lo 
que, si se encontrara en Antesala, se le invita a pasar al Hemici- 
clo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Pais) 
7) BUQUE ROU “VANGUARDIA” Y SU TRIPULACION 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al orden del día 
con la consideración del asunto que figura en primer término: 
“Proyecto de ley por el que se concede autorización para salir 
del país al Buque ROU “VANGUARDIA? y su tripulación para 
participar en la Campaña Antártica 1999- 2000. (Carp. N* 1477/99 
- Rep. N* 992/99).” 


354-C.S. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 1477/99 
Rep. N* 992/99 


MENSAJE 


MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 


Montevideo, 31 de agosto de 1999. 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENE- 
RAL 


LICENCIADO HUGO FERNANDEZ FAINGOLD 


El Poder Ejecutivo remite a su consideración el pre- 
sente Proyecto de Ley acorde a lo dispuesto por el nu- 
meral 7mo.) del artículo 168 de la Constitución de la Re- 
pública, a efectos de que ese Cuerpo conceda la autori- 
zación correspondiente en virtud de lo establecido por 
el numeral 12) del artículo 85 de la mencionada Constitu- 
ción. 

Dicha autorización refiere a la participación del Bu- 
que ROU “VANGUARDIA” y su respectiva tripulación, 
en la Campaña Antártica 1999 - 2000 que se llevará a 
cabo entre el 23 de diciembre de 1999 y el 29 de febrero 


del 2000, visitando puertos de la República Argentina y 
República de Chile. 


Por lo expuesto, se encarece a dicho Cuerpo la apro- 
bación del Proyecto de ley que se acompaña. 


Saluda al señor Presidente de la Asamblea General 
con la mayor consideración. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE LA RE- 
PÚBLICA, Juan Luis Storace, Carlos Olarreaga, Di- 
dier Opertti. 


PROYECTO DELEY 


ARTICULO UNICO.- Autorízase la salida del país 
del Buque ROU “VANGUARDIA” y su respectiva tripu- 
lación, a los efectos de participar en la Campaña Antár- 
tica 1999 - 2000 a realizarse entre el 23 de diciembre de 
1999 y el 29 de febrero del 2000, visitando puertos de la 
República Argentina y República de Chile. 


Juan Luis Storace, Carlos Olarreaga, Didier Oper- 
tti.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 


-En discusión general. 


La Mesa desea consultar al respecto a los señores Senado- 
res integrantes de la Comisión respectiva. 
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SEÑOR KORZENIAK -- Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 

SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: simplemente, es 
para indicar que dada la fecha en que se producirá la participa- 
ción de este buque en la Campaña Antártica, nos parece que es 
urgente tratar y votar este Proyecto de ley en el día de hoy. 

SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa desea informar que la Co- 
misión consideró el Proyecto de ley y lo votó afirmativamente. 
Asimismo, que el señor Senador Sanabria está en camino, por 
lo que someto a votación esta iniciativa tal como viene. 

Se va a votar en general. 

(Se vota) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

“ARTICULO UNICO.- Autorízase la salida del país 
del Buque ROU “VANGUARDIA” y su respectiva tripu- 
lación, a los efectos de participar en la Campaña Antár- 
tica 1999-2000 a realizarse entre el 23 de diciembre de 
1999 y el 29 de febrero del 2000, visitando puertos de la 
República Argentina y República de Chile.” 

-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el Proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del Proyecto de ley aprobado por ser 
igual al considerado) 


8) CODIGO DEL PROCESO PENAL 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto que 
figura en segundo término del orden del día: “Proyecto de ley 
por el que se introducen modificaciones al Código del Proceso 


Penal. (Carp. N* 1073/99 - Rep. N* 1002/99)”. 


(Antecedentes:) 
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“Carp. N* 1073/99 
Rep. N* 1002/99 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


ARTICULO ?T”.- Sustitúyese el numeral 7.2 del ar- 
tículo 7” del Código del Proceso Penal (Ley N* 16.893, 
de 16 de diciembre de 1997), por el siguiente: 


«7.2.- El imputado, sus familiares y su concubina 
more uxorio, si aquél estuviese detenido o no pudiese 
hacerlo, tienen derecho a designar defensor letrado de 
su confianza desde el inicio de las indagaciones». 


ARTICULO ?2”.- Sustitúyese el artículo 20 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 20. (Organos).- 


20.1. Hasta tanto no se sancione la Ley Orgánica de 
los Tribunales Penales, la justicia en esta materia será 
impartida por los siguientes Tribunales: Suprema Corte 
de Justicia, Tribunales de Apelaciones en lo Penal, Juz- 
gados Letrados de Primera Instancia en lo Penal, Juzga- 
dos Letrados de Ejecución y Vigilancia, Juzgados Letra- 
dos de Primera Instancia, Juzgados de Paz y Juzgados 
de Faltas. 


20.2. En los departamentos del Interior que no ten- 
gan justicia especializada en materia penal, en lugar de 
los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal 
y de los Juzgados Letrados de Ejecución y Vigilancia, 
conocerán los Juzgados Letrados de Primera Instancia. 
Los Juzgados de Paz de pueblos o ciudades en que no 
tenga asiento un Juzgado Letrado, conocerán en com- 
petencia de urgencia». 


ARTICULO 2".- Sustitúyese el artículo 22 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 22. (Clases de jurisdicción).- 


22.1. La jurisdicción penal nacional es común o es- 
pecial, y se extiende a los delitos y faltas cometidos en 
el territorio nacional, y a los cometidos en el extranjero 
en los casos establecidos por leyes o tratados. 


22.2. Es jurisdicción común la que se atribuye a los 
tribunales que integran el Poder Judicial a que este Có- 
digo se refiere y es jurisdicción especial la que se asig- 
na a Órganos ajenos a dicho Poder». 
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ARTICULO 4".- Sustitúyese el artículo 28 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 28. (Juzgados de Faltas y Juzgados de 
Paz del Interior).- 


28.1. Los Juzgados de Faltas conocen en las causas 
que se promovieren por faltas cometidas en el departa- 
mento de Montevideo. 


28.2. Los Juzgados de Paz de los departamentos del 
Interior conocen en las causas que se promuevan por 
faltas, en sus respectivas circunscripciones territoriales, 
sin perjuicio de la competencia de urgencia que les pue- 
da corresponder (artículo 33)». 


ARTICULO 5".- Sustitúyese el artículo 32 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 32. (Reglas para la determinación de 
turnos).- Los Tribunales de Apelaciones en lo Penal, los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal, los 
Juzgados Letrados de Ejecución y Vigilancia, los Juzga- 
dos Letrados de Primera Instancia de los demás Depar- 
tamentos, los Juzgados de Faltas y los Juzgados de Paz 
del Interior, ejercerán sus funciones por turnos, en la 
forma que determine la Suprema Corte de Justicia». 


ARTICULO €6”.- Sustitúyese el artículo 33 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 33. (Competencia de urgencia).- 


33.1. Los Jueces de todos los Tribunales y Juzga- 
dos, aun los no penales, son competentes para adoptar 
las primeras y más urgentes diligencias, cuando se ha- 
llen próximos al lugar del hecho. 


33.2. Si el llamado a intervenir fuera un Juzgado de 
Paz del Interior, de un pueblo o ciudad en que no tenga 
asiento un Juzgado Letrado, antes de la realización de 
toda actividad probatoria, cursará a la Sede competente 
respectiva (artículo 26), la noticia criminal de que se tra- 
te, con información de las diligencias que, a su juicio, 
corresponda practicar urgentemente. 


De aceptar este Juzgado la competencia de urgencia 
lo hará saber de inmediato al Ministerio Público, a los 
efectos previstos en el artículo 243. 


Las medidas probatorias realizadas por dichos Jue- 
ces de Paz, en el ejercicio de su competencia de urgen- 
cia, se efectuarán conforme al régimen previsto en el 
artículo 239. 
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Exceptúase de dicha competencia de urgencia, la de- 
claración del imputado, la que, en todo caso, deberá pres- 
tarse en el Juzgado Letrado interviniente, en las condi- 
ciones previstas en el numeral 54.1 del artículo 54. 


33.3. Si varios Jueces concurren simultáneamente, co- 
nocerá el de mayor jerarquía. Realizadas las actuaciones 
de urgencia, se remitirán al Tribunal competente. Esta 
competencia no habilita a dictar auto de procesamien- 
to». 


ARTICULO 7”.- Sustitúyese el artículo 46 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 46. (Misión).- El Ministerio Público es 
el titular de la acción penal y tiene por misión promover 
la actuación de la Justicia en defensa de la legalidad, de 
los derechos de las personas y del interés público. 


Es independiente técnicamente en el ejercicio de sus 
funciones, debiendo, en consecuencia, promover o de- 
fender los intereses que le están encomendados como 
sus convicciones se lo dicten, estableciendo las conclu- 
siones que sean arregladas a derecho». 


ARTICULO £$”.- Sustitúyese el artículo 49 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 49. (Principio de oportunidad).- Sin per- 
juicio de lo establecido en el numeral 243.1 del artículo 
243, en la audiencia de resolución de la situación del 
imputado, el Ministerio Público podrá renunciar al ejer- 
cicio de la acción penal, en los supuestos siguientes: 


19) Si se tratare de delito culposo que hubiere irroga- 
do al imputado una grave aflicción, cuyos efectos pue- 
dan considerarse mayores a los que persigue la aplica- 
ción de una pena. 


2%) Si se tratare de delitos de escasa entidad, siempre 
que considere que no hay interés público prioritario que 
justifique su ejercicio. 


En los supuestos de delitos contra la propiedad, se 
requerirá, además, que no hayan sido cometidos mediante 
violencia y que el imputado hubiere reparado a la vícti- 
ma O a sus sucesores, si sus medios y condiciones de 
vida así lo permiten. 


3”) Si hubieren transcurrido cuatro años de la comi- 
sión del hecho y presumiblemente no hubiere de resul- 
tar pena de penitenciaría, y no concurrieren algunas de 
las causas que suspenden o interrumpen la prescrip- 
ción». 
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ARTICULO 0”.- Sustitúyese el artículo 50 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 50. (Formas y consecuencias de la re- 
nuncia).- La renuncia al ejercicio de la acción penal será 
formulada por el Fiscal en dictamen fundado. 


Si el Juez, la víctima, el denunciante o quien invoque 
un interés legítimo, entendiera que no se han configura- 
do las hipótesis que habilitan al Ministerio Público a 
renunciar a la acción penal, podrán provocar la inter- 
vención del Fiscal subrogante, estándose a la resolu- 
ción de éste, sin perjuicio de la facultad que le otorga al 
Tribunal el inciso tercero del numeral 243.3 del artículo 
243”. 


ARTICULO 10.- Sustitúyese el artículo 51 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 51. (Imputado).- 


51.1. Se considera imputado a toda persona a quien 
se atribuya su participación en la comisión de un delito 
o que sea indicada como tal ante las autoridades com- 
petentes, desde cualquier acto inicial de los procedimien- 
tos O durante el desarrollo de los mismos, hasta que 
recaiga sentencia o resolución que signifique su con- 
clusión. 


51.2. El imputado es parte del proceso, con todos los 
derechos y facultades inherentes a tal calidad, en la for- 
ma y con los límites regulados en este Código. 


51.3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso ante- 
rior, el control de los actos procesales estará a cargo, 
exclusivamente, del defensor (numeral 67.2 del artículo 
67), al igual que la participación en el desarrollo de las 
diligencias probatorias (numeral 238.1 del artículo 238)». 


ARTICULO 11.- Sustitúyese el artículo 56 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 56. (Excepción).- No obstante lo dis- 
puesto en el artículo anterior, el imputado tendrá dere- 
cho a comunicarse en privado con su defensor después 
que éste haya aceptado el cargo y recibido copia de la 
solicitud de inicio de las actividades procesales, pero 
antes que haya examinado el resto de las actuaciones». 


ARTICULO 12.- Agrégase al artículo 91 del Código 
del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre de 
1997) el inciso siguiente: 


«Serán perseguibles de oficio los delitos previstos 
en aplicación de la Ley de Derechos de Autor y Dere- 
chos Vecinos». 
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ARTICULO 13.- Sustitúyese el artículo 96 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 96. (Lugar).- 


El Tribunal y el Ministerio Público podrán constituir- 
se en cualquier lugar del territorio que abarque su com- 
petencia o, si fuere necesario, en cualquier lugar del te- 
rritorio nacional. 


Excepcionalmente, podrán efectuar diligencias pro- 
batorias en el extranjero, con autorización de la Suprema 
Corte de Justicia y del Fiscal de Corte y Procurador Ge- 
neral de la Nación, según corresponda, con el consenti- 
miento de las autoridades del país requerido». 


ARTICULO 14.- Sustitúyese el artículo 124 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 124. (Presidencia y asistencia).- 


124.1.- Las audiencias serán presididas por el Tribu- 
nal, por sí mismo bajo pena de nulidad, que compromete 
su responsabilidad funcional. 


124.2.- Las audiencias de debate se celebrarán con la 
presencia del Juez, del Ministerio Público, del Defensor 
y del imputado. La ausencia de cualesquiera de ellos 
aparejará la nulidad de la audiencia, la cual viciará a los 
ulteriores actos del proceso y será causa de responsabi- 
lidad funcional de los dos primeros y del Defensor de 
Oficio, según corresponda». 


ARTICULO 15.- Agrégase al artículo 142 del Código 
del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre de 
1997), el siguiente numeral: 


«142.3.- No pueden ser objeto de registro judicial 
dispuesto por la justicia ordinaria, los locales, naves y 
aeronaves del Estado que por su naturaleza militar están 
sometidos a las normas de la respectiva jurisdicción es- 
pecial». 


ARTICULO 16.- Sustitúyese el artículo 169 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 169. (Declaración por informe).- No tie- 
nen el deber de comparecer como testigos personalmen- 
te y pueden prestar su declaración por escrito el Presi- 
dente de la República, el Vicepresidente, los Ministros y 
Subsecretarios del Poder Ejecutivo, los Senadores y Re- 
presentantes Nacionales, los Ministros de la Suprema 
Corte de Justicia, del Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo, de la Corte Electoral y del Tribunal de Cuen- 
tas, los Intendentes Municipales, los Oficiales Genera- 
les y Superiores de las Fuerzas Armadas, el Fiscal de 
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Corte y Procurador General de la Nación, el Procurador 
del Estado en lo Contencioso Administrativo, los Mi- 
nistros de los Tribunales de Apelaciones, los Jueces 
Letrados, los Fiscales Letrados y los Embajadores y de- 
más diplomáticos acreditados en la República cuando 
así proceda de acuerdo con las normas del Derecho In- 
ternacional. 


El Tribunal, si lo estimare necesario, podrá tomarles 
declaración constituyéndose al efecto en sus respecti- 
vos despachos o domicilios». 


ARTICULO 17.- Sustitúyese el artículo 190 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 190. (Detención por orden judicial).- 
Fuera de los casos previstos en el artículo anterior, la 
detención sólo podrá efectuarse por orden del Tribunal 
competente, la que además ordenará que la persona afec- 
tada, inmediatamente después del arresto, sea informa- 
da del hecho que se le imputa, de su derecho a no de- 
clarar y a designar defensor de su confianza». 


ARTICULO 18.- Sustitúyense los «nomen juris» de 
los artículos 191 y 195 del Código del Proceso Penal 
(Ley N* 16.893, de 16 de diciembre de 1997), por los 
siguientes: 


«ARTICULO 191. (Limitaciones a la libertad física 
del imputado previas al procesamiento).- 


ARTICULO 195. (Limitaciones a la libertad física del 
imputado derivadas del procesamiento)». 


ARTICULO 19.- Sustitúyese el artículo 200 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 200. (Procedencia del cese).- 


200.1. La prisión preventiva y las demás medidas que 
limitan la libertad física del imputado cesarán en los si- 
guientes casos: 


1%) Al concluir el proceso con sentencia de condena 
y comenzar a cumplirse la pena privativa de libertad o 
concederse la libertad condicional. 


2) Al cumplirse por un lapso que permita considerar 
agotada la efectiva privación de libertad que correspon- 
dería de conformidad con la acusación fiscal o la que 
hubiere sido impuesta por sentencia no ejecutoriada. 


3%) Al disponerse el sobreseimiento, recaer sentencia 
absolutoria o que condene al cumplimiento de pena no 
privativa de libertad, aun si no estuvieren firmes. 


4”) Cuando, a juicio del Tribunal hubiere desapareci- 
do o disminuido el peligro que, en su caso, le dio funda- 
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mento, aun cuando se tratase del supuesto previsto en 
el ordinal 1? del numeral 194.1 del artículo 194. 


5”) Cuando la prisión preventiva o medida limitativa 
se hubiere extendido por más de tres años a contar des- 
de su efectiva ejecución, salvo que la demora fuere oca- 
sionada por una actividad manifiestamente inadecuada 
de la defensa. Si el mínimo de pena previsto para el deli- 
to incriminado fuera superior a los tres años de peniten- 
ciaría, la medida cesará al llegar a ese mínimo. 


200.2. Fuera de los casos previstos anteriormente, en 
cualquier estado de la causa, puede disponerse el cese 
de la prisión preventiva o de las otras limitaciones a la 
libertad física del imputado. 


200.3. En visita de causas, la Suprema Corte de Justi- 
cia podrá conceder, por acto de gracia, la libertad provi- 
sional a los procesados que se hallaren cumpliendo pri- 
sión preventiva, cualquiera fuera la naturaleza del delito 
imputado, especialmente, cuando las circunstancias del 
proceso hagan presumir que el tiempo de reclusión se 
sitúa en los límites previstos en el artículo 306, según 
corresponda, o cuando se hubiere extendido por el tiem- 
po indicado en el ordinal 5” del numeral 200.1 del artícu- 
lo 200". 


ARTICULO 20.- Sustitúyese el artículo 202 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 202. (Procedimiento para disponer el 
cese o suspensión).- 


202.1.- La decisión que dispone el cese o suspen- 
sión de la limitación a la libertad física del imputado 
podrá dictarse, en forma fundada, de oficio o a solicitud 
del Fiscal o del Defensor. En este último caso, se dará 
vista al Fiscal por un plazo de tres días que el Tribunal, 
a pedido de aquél podrá ampliar hasta diez, si así lo 
exigiere la complejidad del asunto, u otro motivo funda- 
do. 


Si el pedido de cese o suspensión se formulara en 
audiencia, en el mismo acto, el Fiscal lo contestará, sal- 
vo en los supuestos mencionados en la parte final del 
inciso anterior, en los que dispondrá de los plazos allí 
establecidos. 


202.2. Para adoptar resolución, el Tribunal dispondrá 
del mismo plazo que tuvo el Ministerio Público, salvo 
que la solicitud se haya formulado en audiencia, en cuyo 
caso se estará a las reglas respectivas. 


202.3. La providencia que confiere vista al Fiscal no 
será notificada a las partes. 


202.4. Si la solicitud de cese o suspensión fuera for- 
mulada por el Fiscal o éste no se opusiera a la efectuada 
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por el Defensor en tal sentido, el Tribunal acogerá la 
petición sin más trámite. 


202.5. El plazo para interponer recursos contra el auto 
que acuerda o deniega el cese o suspensión de las me- 
didas será de tres días, salvo que se esté en audiencia, 
en cuyo caso deberá recurrirse en ella, en forma inme- 
diata. 


202.6. Los recursos contra el auto que acuerda el 
cese o suspensión de medidas limitativas tendrán efec- 
to suspensivo, según las reglas generales». 


ARTICULO 21.- Sustitúyese el artículo 203 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 203. (Cauciones).- 


203.1. Cuando el Tribunal disponga el cese de la pri- 
vación de libertad, o establezca el cese de las limitacio- 
nes a la libertad física del imputado, deberá requerirle 
que preste caución real o personal del cumplimiento de 
las obligaciones impuestas (artículo 185), entre las que, 
preceptivamente, han de incluirse las previstas en los 
ordinales 1%, 2” y 3” de esa disposición. El Tribunal po- 
drá, además, establecer la sanción prevista en el artículo 
196. 


203.2. Para determinar la calidad y el monto de la 
caución, se tendrán en cuenta las circunstancias referi- 
das en el inciso segundo de esa disposición. 


El Tribunal hará la estimación de modo que constitu- 
ya un motivo eficaz para que el imputado se abstenga 
de infringir los deberes impuestos y comparezca todas 
las veces que le sea requerido». 


ARTICULO 22.- Sustitúyese el artículo 206 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 206. (Caución juratoria).- Cuando el im- 
putado sea notoriamente pobre o desvalido, en lugar de 
dichas garantías, le será requerida caución juratoria, que 
consistirá en su promesa de cumplir fielmente las obli- 
gaciones referidas en el numeral 203.1 del artículo 203». 


ARTICULO 23.- Sustitúyese el artículo 207 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 207. (Documentación).- 


207.1.- Las cauciones deberán ser otorgadas ante el 
Secretario O Actuario quienes, so pena de incurrir en 
responsabilidad administrativa, deberán entregar al libe- 
rado copia de las obligaciones y prohibiciones impues- 
tas y del deber de comparecer a juicio, explicándole el 
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alcance de las mismas, así como de las sanciones en 
caso de incumplimiento. Dicha copia contendrá la trans- 
cripción de las normas respectivas. 


En caso de excarcelación, las cauciones deberán ser 
extendidas antes de cumplirse la libertad. 


207.2.- La escritura de hipoteca o el testimonio del 
acta de constitución de otra garantía real, cuando co- 
rresponda, se inscribirá en el registro pertinente. 


207.3.- Todo otorgante de caución, en el acto de pres- 
tarla, deberá fijar domicilio dentro del radio del Juzgado, 
para las citaciones y notificaciones ulteriores». 


ARTICULO 24.- Sustitúyese el artículo 230 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 230. (Facultad de denunciar).- Cualquier 
persona que tenga conocimiento de circunstancias o ele- 
mentos que demuestren o hagan presumir la comisión 
de un delito perseguible de oficio puede denunciarlo 
ante el representante del Ministerio Público o las autori- 
dades con funciones de policía, que procederán de acuer- 
do a lo establecido por el artículo 233 de este Código. 


Excepcionalmente, por razones de urgencia u otros 
motivos fundados la denuncia también podrá ser pre- 
sentada ante el Tribunal de turno, el que podrá disponer 
las primeras y más urgentes diligencias y remitirlo, sin 
más trámite, al Ministerio Público a los efectos previs- 
tos en el artículo 243. En todos los casos la remisión se 
hará dentro de las veinticuatro horas de recibida la de- 
nuncia». 


ARTICULO 295.- Sustitúyese el artículo 231 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 231. (Deber de denunciar).- El deber de 
denunciar establecido en el artículo 177 del Código Pe- 
nal deberá cumplirse ante el Ministerio Público, siendo 
aplicable, respecto a la actuación de éste, lo previsto en 
el numeral 243.3 del artículo 243». 


ARTICULO 26.- Sustitúyese el numeral 233.2 del ar- 
tículo 233 del Código del Proceso Penal (Ley N* 16.893, 
de 16 de diciembre de 1997), por el siguiente: 


“233.2.- Fuera de los casos previstos en los artículos 
189 y 190 del presente Código, el Tribunal ordenará que 
la información sea prontamente comunicada, por memo- 
rándum, al Ministerio Público, a los efectos previstos en 
el artículo 243, sin perjuicio de adoptar las primeras y 
más urgentes diligencias que pudieran corresponder a 
los efectos de asegurar la más pronta y eficiente admi- 
nistración de justicia. En todos los casos la remisión se 
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hará dentro de las veinticuatro horas de recibida la in- 
formación”. 


ARTICULO 27.- Sustitúyese el artículo 238 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 238. (Diligencias probatorias).- 


238.1.- Todas las diligencias probatorias deberán ser 
realizadas o asumidas en audiencia, según su naturale- 
za, con noticia previa del Fiscal y el Defensor, quienes 
podrán participar en forma activa en su desarrollo y so- 
licitar las medidas, ampliaciones o aclaraciones que con- 
sideren pertinentes, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 66. 


238.2.- El Tribunal dirigirá el diligenciamiento de la 
prueba. Las preguntas a los declarantes serán formula- 
das en primer lugar por las partes y luego por el Tribu- 
nal, bajo contralor de éste, el que en todo momento po- 
drá reinterrogar o requerir aclaraciones o precisiones. 


238.3.- El Tribunal resolverá en el acto las protestas 
de las partes sobre actuaciones impertinentes o violato- 
rias de los requisitos y garantías establecidas en este 
Código». 


ARTICULO 28.- Sustitúyese el artículo 243 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 243. (Requerimiento de inicio de activi- 
dades procesales). 


243.1. El Fiscal que, encontrándose de turno, por de- 
nuncia, conocimiento personal o por cualquier otro me- 
dio, tome conocimiento de la comisión de un hecho con 
apariencia delictiva, formulará ante el Tribunal compe- 
tente requerimiento de inicio de actividades procesales 
tendientes a la determinación de los requisitos previs- 
tos por el artículo 248 del presente Código. 


Sin embargo, podrá renunciar a deducir el requeri- 
miento si la concurrencia de alguno de los supuestos 
previstos en los ordinales 2” y 3* del artículo 49 de este 
Código, surge manifiestamente de los propios elemen- 
tos que obran en su poder. 


243.2. El requerimiento se formulará por escrito o ver- 
balmente cuando la urgencia del caso así lo justificare, 
dejándose constancia en autos. 


En el caso del numeral 33.2 del artículo 33, el Minis- 
terio Público, cuando corresponda, deducirá verbalmen- 
te el requerimiento ante el Juzgado Letrado respectivo, 
el que lo comunicará de inmediato al Juzgado de Paz 
que cursó la noticia, para que éste realice las diligencias 
probatorias que correspondieren. 


C.S.-359 


360-C.S. 


Todo requerimiento tendrá el siguiente contenido mí- 
nimo: el nombre del imputado, si estuviere individualiza- 
do, y demás datos con que se cuente y la narración 
sucinta del hecho con apariencia delictiva que se le atri- 
buye, pudiendo hacerse las citas o remisiones que se 
estimen pertinentes. Además, contendrá la solicitud de 
diligenciamiento de las pruebas de que habrá de valerse 
en juicio el Ministerio Público. 


243,3. Si no se hubiere presentado requerimiento den- 
tro del plazo de treinta días a partir de la recepción de la 
noticia del presunto delito, la víctima o quien invoque 
un interés legítimo, podrá, dentro de los veinte días sub- 
siguientes, formular, ante el Fiscal interviniente, petición 
fundada de reexamen del caso. 


De persistir en su postura, expresada en dictamen 
fundado, el Fiscal, dentro de los cinco días de su pre- 
sentación, enviará los elementos que obren en su poder 
al Fiscal subrogante, a los efectos de su revisión, quien 
dispondrá para ello de un plazo de treinta días, a partir 
de la nota de cargo correspondiente. 


Si se mantuviera, en forma fundada, el criterio origi- 
nario, dichos elementos se remitirán al Tribunal que hu- 
biera debido entender en el caso, al solo efecto de que 
éste controle el efectivo cumplimiento del trámite regu- 
lado precedentemente. De advertir alguna irregularidad, 
dará cuenta de inmediato al Fiscal de Corte y Procura- 
dor General de la Nación, a los efectos administrativos 
que pudieren corresponder». 


ARTICULO 209.- Sustitúyese el artículo 251 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 251. (Contenido). 


251.1. El auto que decrete el procesamiento dispon- 
drá, además: 


19) La prisión preventiva del imputado o las limita- 
ciones a su libertad física, si correspondiere. 


2%) La solicitud de información sobre los anteceden- 
tes judiciales del procesado, la que será cursada dentro 
de las cuarenta y ocho horas siguientes, al Registro Na- 
cional de Antecedentes Judiciales, el que deberá remitir 
al Tribunal la planilla correspondiente, dentro del tercer 
día de recibido el pedido. 


3%) El diligenciamiento de las pruebas que entienda 
adecuadas o las pedidas por las partes, estándose a lo 
dispuesto en el artículo 135 del presente Código. 


A tales efectos, se convocará a audiencia y se orde- 
nará la realización inmediata de las pruebas que, por su 
naturaleza, no puedan ser recibidas en audiencia. 
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251.2. En caso de imputación de delitos culposos 
cometidos por medio de vehículos automotores, el Tri- 
bunal podrá disponer la prohibición de conducir, con 
privación del permiso respectivo, por plazo no mayor de 
doce meses». 


ARTICULO 30.- Sustitúyese el artículo 262 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 262. (Procedencia).- 


262.1. Concluida la actividad probatoria preliminar, si 
se entendiera que la misma quedó completa, y el Minis- 
terio Público no solicitara la clausura, el Tribunal, de 
oficio o a petición de parte, podrá disponer la prosecu- 
ción del proceso por la vía sumaria, siempre que por la 
naturaleza del delito y la poca complejidad de la prueba, 
pueda preverse un debate breve y una pronta decisión. 


262.2. La parte que se oponga al procedimiento ex- 
traordinario, deberá fundar su oposición en el mismo 
acto, indicando, en su caso, las diligencias que estime 
necesario cumplir. El Tribunal resolverá en la misma au- 
diencia y rechazará la impugnación, si media alguno de 
los supuestos contemplados en el artículo 135 de este 
Código. Dicha resolución será apelable con efecto dife- 
rido». 


ARTICULO 31.- Sustitúyese el artículo 263 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 263. (Desarrollo).- 


263.1. Decretada la iniciación del proceso extraordi- 
nario, de inmediato el Tribunal cursará solicitud de in- 
formación sobre los antecedentes de la persona someti- 
da a él, con indicación expresa de la naturaleza de dicho 
procedimiento. En este caso, el Registro de Antecedentes 
Judiciales deberá remitir al Tribunal la planilla correspon- 
diente dentro del mismo día de recibido el pedido. 


Cumplido lo precedente, se celebrará la audiencia 
de conclusión de la causa, la que se desarrollará con 
arreglo a lo previsto en los numerales 247.1 y 247.2 del 
artículo 247 de este Código. 


263.2. En esta audiencia, el Ministerio Público de- 
ducirá acusación y el Defensor la contestará, en forma 
oral, debiendo observarse las reglas prescriptas en los 
artículos 116 y 117 de este Código. 


263.3. Finalmente, el Tribunal se retirará para consi- 
derar su decisión y, a continuación, pronunciará sen- 
tencia. Si esta fuera condenatoria, será de ejecución in- 
mediata, en cuanto a la prisión que conlleve, y el recur- 
so contra ella no tendrá efecto suspensivo». 
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ARTICULO 32.- Sustitúyese el artículo 263 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 265. (Enumeración y reenvío). 


265.1. Los medios para impugnar las resoluciones ju- 
diciales son los recursos de aclaración, de ampliación, 
de reposición, de apelación, de casación, de revisión, de 
queja por denegación de apelación o de casación así 
como la excepción o defensa de inconstitucionalidad. 


265.2. También constituye un medio impugnativo el 
incidente de nulidad, conforme con lo establecido por el 
numeral 226.2 del artículo 226. 


265.3. Serán aplicables al proceso penal las disposi- 
ciones contenidas en el Capítulo VII del Título VI del 
Libro Primero del Código General del Proceso sobre “Me- 
dios de impugnación de las resoluciones judiciales”, con 
las puntualizaciones, modificaciones y exclusiones que 
se establecen en el presente Título». 


ARTICULO 33.- Sustitúyese el artículo 281 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 281. (Reenvío).- Con respecto al recur- 
so de casación en materia penal, se aplicarán, en lo per- 
tinente, las disposiciones de la Sección VI, Capítulo VII, 
Título VI, del Libro Primero del Código General del Pro- 
ceso, con las siguientes precisiones o modificaciones: 


1%) El imputado podrá interponer el recurso por sí, en 
forma escrita y fundada, en cuyo caso será indispensa- 
ble la asistencia letrada. 


2) Tratándose de causas cuya tramitación en prime- 
ra instancia se hubiera cumplido íntegramente ante Juz- 
gados Letrados de Primera Instancia del Interior, el re- 
curso sólo podrá ser interpuesto por el Fiscal Letrado 
Departamental o por el Defensor de Oficio Departamen- 
tal, en su caso. 


A tales efectos, el Tribunal de alzada, dentro de los 
cinco días de la notificación de la sentencia al abogado 
Defensor, deberá remitir copia de la misma al Juzgado de 
procedencia, para que éste practique el correspondiente 
acto de comunicación al representante del Ministerio Pú- 
blico. 


El Fiscal, en su caso, interpondrá el recurso para ante 
el Tribunal de Apelaciones, en escrito que presentará 
en el Juzgado, el que, en la misma fecha, lo remitirá al 
Tribunal de alzada, previa comunicación a éste, vía fax, 
de la existencia del recurrimiento. 


La regularidad formal del recurso se determinará por 
la nota de cargo puesta por el Juzgado receptor. 


CAMARA DE SENADORES 


3%) La interposición del recurso de casación tiene 
efecto suspensivo hasta su resolución definitiva, sin per- 
juicio de lo establecido en el numeral 113.3 del artículo 
113, que se aplica igualmente a la casación. 


4) Ante la Suprema Corte de Justicia la representa- 
ción del Ministerio Público será ejercida, exclusivamen- 
te, por el Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación. 


5”) Cuando se dictare sentencia sobre el fondo, regi- 
rá lo establecido en el artículo 111". 


ARTICULO 34.- Sustitúyese el artículo 307 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 307. (Penados con pena de prisión o 
penitenciaría de hasta cuatro años). 


307.1. La petición será formulada por el penado o su 
Defensor ante el Tribunal encargado de la ejecución y 
vigilancia el que dispondrá que, dentro del plazo de quin- 
ce días, se diligencie la prueba propuesta y se incorpo- 
ren los informes del establecimiento carcelario. 


307.2. El Tribunal se expedirá sobre el otorgamiento 
de la libertad anticipada, previo traslado al Fiscal, con 
plazo de tres días. 


307.3. La resolución será fundada y podrá ser apela- 
da para ante la Suprema Corte de Justicia, rigiendo, en 
este caso y en lo aplicable, el procedimiento previsto 
para el recurso de casación». 


ARTICULO 395.- Sustitúyese el artículo 312 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 312. (Enfermedad del condenado).- 


312.1. Si durante la ejecución de la pena privativa de 
libertad el condenado sufriere alguna enfermedad psí- 
quica o física, la dirección del establecimiento carcelario 
deberá comunicarlo al Tribunal, el que, previo los perita- 
jes que estime necesarios, podrá disponer su interna- 
ción en establecimiento adecuado, preferentemente pú- 
blico. 


En caso de urgencia, la administración queda facul- 
tada para disponer el traslado del recluso enfermo, dan- 
do cuenta de inmediato al Tribunal, con los justificati- 
vos de la medida adoptada. 


312,2. El tiempo de privación de libertad sufrida en 
internación hospitalaria será computado como cumpli- 
miento efectivo de la pena. 


312.3. La ejecución de la pena privativa de libertad o 
medida de seguridad eliminativa, podrá excepcionalmen- 
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te ser diferida por el Tribunal encargado de la ejecución 
y vigilancia, en los siguientes casos: 


1% Si debe cumplirla una mujer embarazada o que 
tenga un hijo de hasta dos años de edad o, aun mayor 
de esa edad, de acuerdo con las circunstancias del caso, 
mediando resolución fundada. 


2%) Si el condenado se halla afectado de una enfer- 
medad grave y la inmediata ejecución de la pena o medi- 
da de seguridad eliminativa puede poner en peligro su 
vida o agravar el mal, según dictamen pericial». 


ARTICULO 36.- Sustitúyese el artículo 317 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 317. (Aplazamiento excepcional).- Ex- 
cepcionalmente, podrá aplazarse el reintegro del penado 
a la cárcel, en los casos previstos en el numeral 312.3 
del artículo 312». 


ARTICULO 37.- Agrégase al numeral 8” del artículo 
339 del Código del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 
de diciembre de 1997), por el siguiente párrafo: 


«Sin embargo, será procedente la extradición cuando 
versare sobre derechos de autor o derechos vecinos». 


ARTICULO 38.- Sustitúyese el artículo 368 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 


«ARTICULO 368. (Procedimiento).- 


368.1. En audiencia, una vez provisto de Defensor, el 
imputado manifestará si admite o no la comisión de la 
falta. Si no la admitiera, acto seguido se diligenciará la 
prueba ofrecida, teniendo el Tribunal las facultades con- 
sagradas en el artículo 135 de este Código. 


368.2. Mediando admisión de la comisión de la falta 
o cumplida la actividad probatoria, se oirá al Ministerio 
Público, que deducirá acusación o pedirá el sobresei- 
miento. 


En el primer caso, contestará el Defensor, pronun- 
ciándose la sentencia en la misma audiencia. 


Las providencias dictadas en este proceso serán irre- 
curribles, cualquiera fuere su naturaleza. 


368.3. En las secciones rurales, el Fiscal podrá expe- 
dirse por escrito, a cuyo efecto se le pasará el expedien- 
te». 


ARTICULO 39.- Sustitúyese el artículo 372 del Códi- 
go del Proceso Penal (Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997), por el siguiente: 
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«ARTICULO 372. (Régimen intermedio).- 


372.1. El Ministerio de Educación y Cultura y la Su- 
prema Corte de Justicia, en el ámbito de sus respectivas 
atribuciones, podrán distribuir las competencias de las 
Fiscalías y de los Juzgados Letrados de Primera Instan- 
cia en lo Penal, procurando deslindar la finalización de 
los asuntos en trámite en primera instancia y los asun- 
tos que comiencen según el nuevo régimen. 


A partir del dictado de la sentencia de primera ins- 
tancia, se aplicará, en todos los casos, el nuevo régi- 
men. 


372.2. Transcurrido un año de la vigencia del nuevo 
régimen, los referidos órganos efectuarán una nueva re- 
distribución, con el fin de procurar la unificación de to- 
dos los casos, según el régimen que se establece por 
este Código. 


372.3. En tanto no se proceda a la creación de los 
Juzgados Letrados de Ejecución y Vigilancia, seguirán 
conociendo, en la etapa de ejecución de sentencia, los 
Jueces Letrados de Primera Instancia en lo Penal o los 
Jueces Letrados de Primera Instancia del Interior. 


372.4. El Poder Ejecutivo, a través de los Ministerios 
del Interior y de Educación y Cultura, y la Suprema Cor- 
te de Justicia instrumentarán, en forma conjunta, la for- 
ma de implementar la actividad de la judicatura de Ejecu- 
ción y Vigilancia, a que refiere el artículo 27". 


ARTICULO 40.- La presente ley entrará en vigencia 
conjuntamente con el Código del Proceso Penal aproba- 
do por la Ley N* 16.893, de 16 de diciembre de 1997, 


ARTICULO 41.- Prorrógase hasta el 1” de febrero de 
1999 la entrada en vigencia del Código del Proceso Pe- 
nal, aprobado por la Ley N* 16.893, de 16 de diciembre 
de 1997. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 3 de junio de 1998. 


JAIME MARIO TROBO 
MARTIN GARCIA NIN Presidente 
Secretario 
PODER EJECUTIVO 


Montevideo, 16 de diciembre de 1997. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Doctor Hugo Batalla 
Presente 


De nuestra mayor consideración: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de someter a consi- 
deración de ese Alto Cuerpo Legislativo, el adjunto pro- 
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yecto de ley por el que se introducen algunas modifica- 
ciones al Código del Proceso Penal, recientemente apro- 
bado. 


La presente iniciativa se inscribe dentro del proceso 
de estudio del proyecto respectivo, llevado a cabo por 
la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación Ge- 
neral y Administración de la Cámara de Representantes 
y recoge algunas opiniones en ella vertidas por institu- 
tos de la Facultad de Derecho de la Universidad de la 
República, Asociaciones de Magistrados, Colegio de 
Abogados y otros calificados operadores del sistema 
judicial, como, asimismo, algunas enmiendas sugeridas 
por integrantes de dicha Comisión. 


Como se aprecia, el adjunto proyecto de ley dispone 
en las primeras cuatro disposiciones, agregados a los 
artículos 46, 142, 230 y 312 del Código, en tanto, en las 
tres siguientes, se proyectan textos sustitutivos de los 
numerales 2%) de los artículos 49 y 281 respectivamente, 
y de los artículos 22, 96, 169, 200.3, 202.1, 203.1, 206, 207, 
262.1, 307.3 y 317 del mismo cuerpo legal. 


Estima este Poder Ejecutivo que la nueva redacción 
dada a las disposiciones antes mencionadas contemplan, 
adecuadamente, las observaciones formuladas en esta 
última etapa del trámite parlamentario, recogiendo aque- 
llas que se han estimado de recibo para el mejoramiento 
y Claridad del Código y que, además, resultan concilia- 
bles con los principios generales e institutos básicos 
que en él se consagran -tomados, como se sabe, del 
denominado “Proyecto Piaggio”, conforme a lo recomen- 
dado en las Bases Programáticas y Legislativas de la 
Comisión Interpartidaria de Seguridad Pública, que fun- 
cionó con antelación a la instalación del actual Gobier- 
no. 


Respecto al análisis de las modificaciones propues- 
tas, debe decirse que el inciso que se agrega al artículo 
46 consagra la independencia técnica del Ministerio Pú- 
blico, reproduciendo básicamente la fórmula del artículo 
2” del Decreto-Ley N* 15.365, al que el artículo 47.1 del 
Código hacía expresa remisión. 


El aditamento, reclamado por algunos de los institu- 
tos técnicos consultados, podría ser considerado, a lo 
más, como una norma pleonástica, desde que, a juicio 
del Poder Ejecutivo, la redacción original del Código 
nunca puso en tela de juicio la mencionada independe- 
cia. 


Por otra parte, la disposición que ahora se propone 
guarda correspondencia con el artículo 2” del Código, 
que establece la imparcialidad e independencia de los 
tribunales. 


Mediante el agregado propuesto para el artículo 230, 
relativo a las denuncias se admite, en forma excepcional, 
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la presentación de las mismas ante el tribunal, aunque al 
solo efecto de su remisión, sin más trámite, al Ministerio 
Público, a los fines que corresponda (Art. 243). 


Dicha modificación no supone una alteración esen- 
cial del principio acusatorio -al que se aproxima el Códi- 
go, conforme a las Bases Programáticas antes mencio- 
nadas- por cuanto el tribunal no estará facultado, luego 
de recibida la denuncia, a disponer, de oficio, actuación 
alguna respecto de ella, como no sea su inmediata remi- 
sión al Ministerio Público. 


Al artículo 312, relativo a la enfermedad del conde- 
nado, se le agrega un punto 3, en el que se contempla la 
posibilidad de aplazar la ejecución de la pena privativa 
de libertad, en las mismas hipótesis excepcionales, ya 
consagradas en el artículo 317 del Código, para el apla- 
zamiento del reintegro del penado en caso de denegato- 
ria de la libertad condicional. 


Para evitar inútiles repeticiones, se suprime dicha enu- 
meración del citado artículo 317, sustituyéndosela por 
una expresa remisión del artículo 312.3. 


Se propone modificar el artículo 49 numeral 29) inciso 
segundo, estableciéndose, en cuanto al ejercicio del prin- 
cipio de oportunidad que, en los supuestos de delitos 
contra la propiedad, la concurrencia de la condición de 
la reparación a la víctima o sus sucesores, sólo procede- 
rá cuando los medios o condiciones de vida del imputa- 
do le permitan su cumplimiento. 


Por la modificación del artículo 281 numeral 2"), que 
regula el recurso de casación a interponer en las causas 
que se tramitan en el interior, también se confiere legiti- 
mación al Defensor de Oficio Departamental, en conso- 
nancia con la ya otorgada al Fiscal Letrado Departamen- 
tal. 


La redacción del artículo 22 del Código, relativa a las 
clases de jurisdicción, ha merecido opiniones encontra- 
das, en especial en cuanto a la inclusión de una defini- 
ción del delito militar. En consecuencia, y dadas las enor- 
mes complejidades que presenta el tema -materia de di- 
versas concepciones jurídicas- se ha entendido conve- 
niente suprimir la noción en cuestión, más propia de 
una formulación de derecho sustantivo, que de una re- 
forma procesal. 


Por otra parte, desde una óptica pragmática, se ob- 
serva que los conflictos normativos que sobre la cues- 
tión se han verificado hasta ahora, como base de con- 
tiendas jurisdiccionales, han sido resueltos por la Su- 
prema Corte de Justicia, en forma uniforme y pacífica, 
sin que los casos trascendieran la esfera jurisdiccional. 


En atención a lo propuesto, se ha estimado aconse- 
jable no innovar en materia de delimitación de jurisdic- 
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ciones dándole al artículo 22 la misma redacción que 
tenía el artículo 31 del anterior Código del Proceso Pe- 
nal. 


Por el mismo tipo de razones, se propone modificar 
el artículo 142 que -no obstante el tema probatorio que 
regula- de alguna forma, se vincula a la misma cuestión, 
agregando a la disposición un punto 3 en el que se 
reproduce, textualmente, la previsión del inciso segun- 
do del artículo 207 del Código abrogado. 


En la misma línea, se entiende que tampoco convie- 
ne innovar en materia de declaración por informe. En el 
artículo 169 se propone agregar el giro “y Superiores” a 
continuación de “Oficiales Generales”, retomándose la 
fórmula más amplia del artículo 223 del Código anterior- 
mente en vigencia. La aplicación de esta última disposi- 
ción, no ha dado lugar a problemas prácticos, habida 
cuenta de que, en primer lugar, la previsión sólo rige 
para los testigos (no para los inculpados) y, en segun- 
do lugar, el inciso final habilita la recepción personal de 
la declaración, si el tribunal “lo estimare necesario”. 


En virtud de la modificación del artículo 96 se extien- 
de al Ministerio Público, previa la autorización corres- 
pondiente, la facultad de constituirse en cualquier lugar 
de la República y en el extranjero para el diligenciamien- 
to de pruebas, que ya tenía el tribunal. 


La nueva redacción dada al artículo 200.3, en materia 
de libertad provisional por gracia, otorgada por la Su- 
prema Corte de Justicia, responde a la necesidad de man- 
tener la discrecionalidad asignada a ese Órgano -en di- 
cha materia- por la Ley de Amnistía, la que se veía afec- 
tada en la fórmula original. 


Del artículo 202.1, sobre sustanciación del pedido de 
cese o suspensión de la medida limitativa de la libertad 
física del imputado, se elimina el giro “salvo que fuere 
en audiencia”, cuya situación pasa a regularse en un 
inciso que se agrega. Se prevé -en la nueva redacción- 
la posibilidad de que, en casos complejos o mediando 
motivo fundado, la contestación fiscal se haga por es- 
crito, fuera de audiencia, aunque fijándose plazos muy 
breves. 


Se propone modificar los artículos 203.1 y 206, esta- 
bleciéndose que las cauciones fijadas en los casos de 
cese de la privación o de limitaciones a la libertad física 
del encausado, se sujetarán, en todo caso, al cumpli- 
miento de las obligaciones previstas en los ordinales 1*, 
2* y 3” del artículo 185. Esta propuesta guarda relación 
con observaciones que se hicieran en cuanto a la posi- 
bilidad de que, en la práctica, los liberados provisional- 
mente no comparezcan a las citaciones ulteriores a su 
excarcelación, en especial, a la convocatoria a la audien- 
cia de conclusión de la causa, con los consiguientes 
perjuicios para el normal desenvolvimiento del proceso. 
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La modificación del artículo 207, dándole un mayor 
formalismo al acto de documentación de las cauciones, 
también guarda relación con la inquietud anterior. Me- 
diante la modificación del artículo 262.1, se especifica 
que el procedimiento extraordinario sólo corresponde en 
la hipótesis que se contempla en la norma, o sea, en los 
casos en que “...por la naturaleza del delito y la poca 
complejidad de la prueba, pueda preverse un debate breve 
y una pronta decisión”. La nueva redacción pretende 
absolver la inquietud de algunos, en cuanto a la posibi- 
lidad de que esta vía sumaria pueda ser utilizada en ca- 
sos que revistan gravedad o cuya prueba sea de com- 
pleja valoración. 


Por último, respecto a la previsión del artículo 307.3, 
que regula la recurrencia de la decisión que recae en el 
trámite de libertad anticipada, se propone eliminar el giro 
“si fuere denegatoria”, ampliándose la facultad impug- 
nativa también al supuesto de resolución favorable. 


Por lo expuesto considera este Poder Ejecutivo que 
el presente proyecto de ley modificativo, que deberá en- 
trar en vigencia conjuntamente con el Código del Proce- 
so Penal ya aprobado (artículo 8%) contribuirá a un ma- 
yor perfeccionamiento de la significativa reforma proce- 
sal que aquél instaurara. 


El Poder Ejecutivo saluda al señor Presidente con su 
mayor consideración. 


JULIO MARIA SANGUINETTI, DIDIER OPERTTI, 
ALVARO RAMOS, LUIS MOSCA, RAUL ITURRIA, 
SAMUEL LICHTENSZTEJN, LUCIO CACERES, JULIO 
HERRERA, ANA LIA PIÑEYRUA, RAUL BUSTOS, 
CARLOS ENRIQUE GASPARRLI, BENITO STERN, JUAN 
CHIRUCHL 


PROYECTO DELEY 


Artículo 1”.- Agrégase al artículo 46 del Código del 
Proceso Penal el siguiente inciso: 


“Es independiente técnicamente en el ejercicio de sus 
funciones, debiendo, en consecuencia, promover o de- 
fender los intereses que le están encomendados como 
sus convicciones se lo dicten, estableciendo las conclu- 
siones que sean arregladas a derecho”. 


Artículo 2”.- Agrégase al artículo 142 del Código del 
Proceso penal el siguiente punto: 


“142,3 No pueden ser objeto de registro judicial dis- 
puesto por la justicia ordinaria, los locales, naves y ae- 
ronaves del Estado que por su naturaleza militar están 
eventualmente sometidos a las normas de la respectiva 
jurisdicción especial”. 


Artículo 3”.- Agrégase al artículo 230 del Código del 
Proceso Penal el siguiente inciso: 
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“ Excepcionalmente, por razones de urgencia u otros 
motivos fundados, la denuncia también podrá ser pre- 
sentada ante el tribunal de turno, el que, sin más trámite, 
la girará al Ministerio Público, a los efectos previstos en 
el artículo 243. 


Artículo 4?.- Agrégase al artículo 312 del Código del 
Proceso Penal el siguiente punto: 


“312.3 La ejecución de la pena privativa de libertad o 
medida de seguridad eliminativa, podrá excepcionalmen- 
te ser diferida por el tribunal encargado de la ejecución 
y vigilancia, en los siguientes casos: 


1%) Si debe cumplirla una mujer embarazada o que 
tenga un hijo de hasta dos años de edad o, aún mayor 
de esa edad, de acuerdo con las circunstancias del caso, 
mediando resolución fundada. 


2%) Si el condenado se halla afectado de una enfer- 
medad grave y la inmediata ejecución de la pena o medi- 
da de seguridad eliminativa puede poner en peligro su 
vida o agravar el mal, según dictamen pericial.” 


Artículo 5”.- Sustitúyese el numeral 2* del artículo 49 
del Código del Proceso Penal por el siguiente: 


29) Si se tratare de delitos de escasa entidad, siem- 
pre que considere que no hay interés público prioritario 
que justifique su ejercicio. 


En los supuestos de delitos contra la propiedad, se 
requerirá, además, que no hayan sido cometidos mediante 
violencia y que el imputado hubiere reparado a la vícti- 
ma O a sus sucesores, si sus medios y condiciones de 
vida así lo permiten”. 


Artículo 6”.- Sustitúyese el numeral 2* del artículo 
281 del Código del Proceso Penal por el siguiente: 


29) Tratándose de causas cuya tramitación en pri- 
mera instancia se hubiera cumplido íntegramente ante 
Juzgados Letrados de Primera Instancia del Interior, el 
recurso sólo podrá ser interpuesto por el Fiscal Letrado 
Departamental y el Defensor de Oficio Departamental, 
en su caso”. 


Artículo 7*.- Sustitúyense los artículos 22, 96, 169, 
200.3, 202.1, 203.1, 206, 207, 262.1, 307.3 y 317 del Códi- 
go del Proceso Penal por los siguientes: 


ARTICULO 22.- Clases de jurisdicción. 


22.1 La jurisdicción penal nacional es común o espe- 
cial, y se extiende a los delitos y faltas cometidos en el 
territorio nacional, y a los cometidos en el extranjero en 
los casos establecidos por leyes o tratados. 
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22.2 Es jurisdicción común la que se atribuye a los 
tribunales que integran el Poder Judicial a que este Có- 
digo se refiere y es jurisdicción especial la que se asig- 
na a Órganos ajenos a dicho Poder”. 


“ARTICULO 096.- Lugar. 


El tribunal y el Ministerio Público podrán constituir- 
se en cualquier lugar del territorio que abarque su com- 
petencia o, si fuere necesario, en cualquier lugar del te- 
rritorio nacional. 


Excepcionalmente, podrán efectuar diligencias pro- 
batorias en el extranjero, con autorización de la Suprema 
Corte de Justicia y del Fiscal de Corte y Procurador Ge- 
neral de la Nación, según corresponda, con el consenti- 
miento de las autoridades del país requerido”. 


“ARTICULO 169.- Declaración por informe. 


No tienen el deber de comparecer como testigos per- 
sonalmente y pueden prestar su declaración por escrito 
el Presidente de la República, el Vicepresidente, los Mi- 
nistros y Subsecretarios del Poder Ejecutivo, los Sena- 
dores y Representantes Nacionales, los Ministros de la 
Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de lo Contencio- 
sos Administrativo, de la Corte Electoral y del Tribunal 
de Cuentas, los Intendentes Municipales, los Oficiales 
Generales y Superiores de las Fuerzas Armadas, el Fis- 
cal de Corte y Procurador General de la Nación, el Pro- 
curador del Estado en lo Contencioso Administrativo, 
los Ministros de los Tribunales de Apelaciones, los Jue- 
ces Letrados, los Fiscales Letrados y los Embajadores y 
demás diplomáticos acreditados en la República, cuan- 
do así proceda de acuerdo con las normas del Derecho 
Internacional. 


El tribunal, si lo estimare necesario, podrá tomarles 
declaración constituyéndose al efecto en sus respecti- 
vos despachos o domicilios. 


200.3. En Visita de Causas, la Suprema Corte de Jus- 
ticia podrá conceder, por acto de gracia, la libertad pro- 
visional a los procesados que se hallaren cumpliendo 
prisión preventiva, cualquiera fuera la naturaleza del de- 
lito imputado, especialmente, cuando las circunstancias 
del proceso hagan presumir que el tiempo de reclusión 
se sitúa en los límites previstos en el artículo 306, según 
corresponda, o cuando se hubiere extendido por el tiem- 
po indicado en el artículo 200.1 numeral 5. 


202.1. La decisión que dispone el cese o suspensión 
de la limitación a la libertad física del imputado podrá 
dictarse, en forma fundada, de oficio o a solicitud del 
Fiscal o del Defensor. En este último caso, se dará vista 
al Fiscal por un plazo de tres días que el tribunal, a 
pedido de aquél podrá ampliar hasta 10, si así lo exigiere 
la complejidad del asunto, u otro motivo fundado. 
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Si el pedido de cese o suspensión se formulara en 
audiencia, en el mismo acto, el Fiscal lo contestará, sal- 
vo en los supuestos mencionados en la parte final del 
inciso anterior, en los que dispondrá de los plazos allí 
establecidos. 


203.1. Cuando el tribunal disponga el cese de la pri- 
vación de libertad, o establezca el cese de las limitacio- 
nes a la libertad física del imputado, deberá requerirle 
que preste caución real o personal del cumplimiento de 
las obligaciones impuestas (artículo 185), entre las que, 
preceptivamente, han de incluirse las previstas en los 
ordinales 1*, 2? y 3” de esa disposición. El tribunal po- 
drá, además, establecer la sanción establecida en el ar- 
tículo 196”. 


“ARTICULO 206.- Caución juratoria. 


Cuando el imputado sea notoriamente pobre o des- 
valido, en lugar de dichas garantías, le será requerida 
caución juratoria, que consistirá en su promesa de cum- 
plir fielmente las obligaciones requeridas en el artículo 
203.1”. 


“ARTICULO 207.- Documentación. 


Las cauciones deberán ser otorgadas ante el secre- 
tario O actuario quienes, so pena de incurrir en respon- 
sabilidad administrativa, deberán entregar al liberado co- 
pia de las obligaciones y prohibiciones impuestas y del 
deber de comparecer a juicio, explicándole el alcance de 
las mismas, así como de las sanciones en caso de in- 
cumplimiento. Dicha copia contendrá la transcripción de 
las normas respectivas. 


En caso de excarcelación, las cauciones deberán ser 
extendidas antes de cumplirse la libertad. 


262.1 Concluida la actividad probatoria preliminar, si 
se entendiera que la misma quedó completa, y el Minis- 
terio Público no solicitara la clausura, el tribunal, de ofi- 
cio O a petición de parte, podrá disponer la prosecución 
del proceso por la vía sumaria, siempre que por la natu- 
raleza del delito y la poca complejidad de la prueba, pue- 
da preverse un debate breve y una pronta decisión. 


307.3. La resolución será fundada y podrá ser apela- 
da para ante la Suprema Corte de Justicia, rigiendo, en 
este caso y en lo aplicable, el procedimiento previsto 
para el recurso de casación”. 


“ARTÍCULO 317.- Aplazamiento excepcional. 
Excepcionalmente, podrá aplazarse el reintegro del 
penado a la cárcel, en los casos previstos en el artículo 


312,3.”. 
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La presente ley entrará en vigencia conjuntamente 
con el Código del Proceso Penal aprobado por la Ley 
N? 16.893. 


Montevideo, 16 de diciembre de 1997. 


Didier Opertti, Alvaro Ramos, Luis Mosca, Raúl Itu- 
rria, Samuel Lichtensztejn, Lucio Cáceres, Julio He- 
rrera, Ana Lía Piñeyrua, Raúl Bustos, Carlos Enrique 
Gasparri, Benito Stern, Juan Chiruchi”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 

(Se lee) 

-En discusión general. 

SEÑOR KORZENIAK -- Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: estamos frente a 
un proyecto de ley que tiene 41 artículos y que se refiere a la 
modificación de un Código que, como todos, ofreció dificulta- 
des de consenso. Digo esto porque hubo gente que estuvo 
muy de acuerdo, algunos lo votamos y otros no, y finalmente 
resultó aprobado. 


Más que aludir al tema de fondo -que obviamente no he 
tenido tiempo de estudiarlo- lo voy a hacer a la posibilidad de 
su inclusión en una sesión extraordinaria a realizarse durante el 
receso. El inciso tercero del artículo 104 de la Constitución dice 
que sólo por razones graves y urgentes la Asamblea General o 
cada una de las Cámaras, así como el Poder Ejecutivo podrá 
convocar a sesiones extraordinarias para hacer cesar el receso. 
Tengo, entonces, que formular una pregunta de índole consti- 
tucional. 


Hace unos días hemos votado la prórroga de la vigencia de 
este Código por un año más, es decir, para que entre en vigen- 
cia a partir del 1? de febrero del 2001. 


Me pregunto si puede considerarse en el día de hoy que es 
urgente que tratemos un conjunto de modificaciones a este 
Código cuando tenemos un año de plazo para estudiarlo. Ade- 
más, este Código ha sido objeto de muchas polémicas. 


Quisiera realizar dos planteos. El primero de ellos es reco- 
nocer, casi apresuradamente, que la Constitución dice que sólo 
por razones graves y urgentes se puede levantar el receso, 
pero no define los conceptos de gravedad y de urgencia. Cuan- 
do no existe una definición técnica, se debe recurrir al sentido 
natural y obvio de la palabra. No sé si el tema es de tanta 
gravedad, pero pienso que urgente no es, ya que hace una 
semana votamos la prórroga de su vigencia por un año. Quiere 
decir que hay un año de plazo para que se estudien los defec- 
tos que puede tener el Código. He escuchado decir muchas 
veces que, por ejemplo, el Código de la Niñez y la Adolescen- 
cia -el señor Senador García Costa lo ha mencionado en reitera- 
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das oportunidades- no ha tenido tiempo de ser estudiado. Pien- 
so que las modificaciones que se plantean en este caso son 
importantes y confieso que aún no he tenido tiempo para anali- 
zarlas. Me parece que constitucionalmente no existe urgencia 
para tratar el tema. Desde el punto de vista jurídico, considero 
que es muy claro que el tema no es urgente, cualquiera sea el 
sentido que se le dé a la palabra urgencia y que, repito, no está 
definida por la Constitución. 


En cuanto al plano socio político -si se le quiere llamar así, 
con alguna ampulosidad- el Senado que va a comenzar sus 
tareas el día 15 de febrero, y que cuenta con un año menos 15 
días para estudiar el tema, tendrá una composición política dis- 
tinta a la de éste. A la inversa de lo que ocurre actualmente, la 
Bancada mayoritaria será la del Encuentro Progresista - Frente 
Amplio -que hoy es la tercera- la segunda será la del Partido 
Colorado y la tercera la del Partido Nacional. 


Por lo tanto, me parece que además de haber una razón 
jurídica importante, el tema no es urgente, cualquiera sea la 
definición que se dé a la palabra urgencia. Admito que hay 
definiciones socio políticas, definiciones expresas y otras que 
tienen que ver con lo que algunos llaman alarma social en el 
Derecho Penal y que tienen trascendencia en todo el campo del 
Derecho. En consecuencia, el vocablo “urgencia” no tiene un 
sentido unívoco. Sin embargo, queda claro que en este caso no 
existe urgencia. Creo que sería una incoherencia del Senado 
haber resuelto hace una semana una prórroga de un año para la 
vigencia de un Código -tema que fue muy discutido y que 
nosotros votamos, pero que sigue generando polémica actual- 
mente- y hoy decir que es urgente. Me parece que no se co- 
rresponde con la Constitución haber incluido este punto en el 
orden del día. 


Por otra parte, hace unos instantes fundamenté el voto de 
por qué era urgente la autorización para la salida de un buque. 
Existía un problema cronológico de fechas. De la misma manera, 
consideré urgente por razones cronológicas la sesión fijada para 
brindar homenaje al distinguido amigo periodista fallecido hace 
dos días. Asimismo, por un concepto de urgencia derivado del 
alto interés social y de haber estado durante mucho tiempo in- 
cluidos en el orden del día, me parece que debemos tratar los 
ocho puntos planteados para la sesión del día de hoy. 


Quiero aprovechar esta oportunidad para decir algo que en 
dos ocasiones pude mencionar por benevolencia de quien ocu- 
paba la Presidencia. Creo que no es un misterio para ninguno 
de los aquí presentes que en la sesión de coordinadores del día 
de ayer, las bancadas del Partido Colorado y del Partido Nacio- 
nal -quien habla estaba presente en la reunión porque, en este 
momento, el Frente Amplio tiene la desgracia de que actúe como 
coordinador- señalaron que no van a concurrir a la sesión de 
las 16 horas, en la que se van a tratar ocho puntos propuestos 
por el Frente Amplio y que me parecen urgentes, no por moti- 
vos cronológicos, sino por la expectativa social que existe en 
torno a ellos y porque hace meses que se incluyeron en el 
orden del día y han sido aprobados por unanimidad en la Cá- 
mara de Representantes. 
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Como fue meramente por sensibilidad y tolerancia que en 
un Senado sin número la Presidencia me permitió desahogarme 
y decir que no dábamos una buena imagen al Senado, por con- 
traposición a lo que me pareció urgente y se incluyó en el 
orden del día, quiero mencionar que está previsto en el Regla- 
mento del Senado que por decisión política individual de un 
sector o de un Partido se puede no asistir a una sesión y eso 
no constituye una falta injustificada. Eso consta en el artículo 
15 del Reglamento. Sin embargo, en ese caso -el derecho parla- 
mentario del mundo lo acepta- una persona puede decidir no 
asistir por una razón personal o porque políticamente su sector 
no lo considera conveniente, pero debe dar aviso previo por 
escrito. El Reglamento establece que las ausencias determina- 
das por una decisión político-parlamentaria de no estar presen- 
te, adoptada por el respectivo sector político o personalmente 
por el legislador, están justificadas. Para que la hipótesis de 
este apartado se considere inasistencia justificada, se requiere 
también el aviso previo y escrito y la indicación de la decisión 
que determina la ausencia, que es decir que no se asiste por- 
que políticamente no se desea o porque el respectivo sector 
político decidió no asistir. 


Personalmente, en otra oportunidad hice una tentativa de 
que estos artículos fueran leídos, lo que fue recogido con alta 
sensibilidad por el señor Presidente, pero reitero mi plantea- 
miento en el sentido de que si hay inasistencias a la sesión en 
cuyo orden del día figuran los ocho puntos mencionados sin 
haber hecho un aviso previo de que existe una decisión políti- 
ca de no asistir, desde ya solicito al señor Presidente que dé la 
orden a la Tesorería de que se efectúen los descuentos que 
correspondan por mandato del Reglamento y del artículo 117 
de la Constitución. 


Es por eso, señor Presidente, que no voy a votar las modifi- 
caciones planteadas al Código del Proceso Penal, porque no 
son urgentes y, desde mi punto de vista, no debieron incluirse 
en una sesión para la cual se levanta el receso. Además, voy a 
agregar algo que me hizo ver con fineza el señor Senador Mi- 
chelini, y es el hecho de que de aprobarse este proyecto de ley, 
tendría que volver a la Cámara de Representantes en virtud de 
un artículo que dice que el Código se prorroga hasta febrero de 
1999, y hace unos días votamos que dicho plazo se extendiera 
hasta el 2000. Por otra parte, el señor Senador Michelini tam- 
bién me acota que la prórroga resuelta por el Senado ya fue 
aprobada. 


En síntesis, reitero que estas son las razones por las cuales 
no voy a votar estas modificaciones, sin pronunciarme sobre si 
son sustancialmente buenas o malas. No voy a ocultar que 
tenía pensado -y así lo hice- contraponer este planteo a la acti- 
tud política de no concurrir a la sesión que hemos convocado 
para tratar esos puntos -creo que tenemos todo el derecho del 
mundo para hacerlo- en virtud de que tenemos interés en que 
se consideren porque existe urgencia social. A este respecto, 
voy a aclarar cuál es el procedimiento a seguir: si se piensa no 
concurrir a dicha sesión, casi invitaría a que se realice una 
comunicación escrita y solicito a la Presidencia que ordene a la 
Tesorería efectuar el descuento correspondiente cuando no se 
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posee una justificación acorde para no asistir a las sesiones, de 
acuerdo con lo estipulado por el artículo 117 de la Constitución 
y por los artículos 14 y 15 del Reglamento del Senado. 


SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR MILLOR.- Señor Presidente: no pensé que esta dis- 
cusión iba a comenzar en los términos en que la está manejan- 
do el señor Senador Korzeniak. En virtud de ello y de los argu- 
mentos que está esgrimiendo, nos vemos obligados a señalar 
que no tienen validez los puntos o los temas que algún Legis- 
lador o una Bancada plantee considerar durante el receso. Si 
esto no es urgente, por las razones que vamos a explicar, tam- 
poco lo es el tratamiento de una serie de puntos que suelen 
plantearse estando en receso. De la misma manera, también 
invalidaría todas aquellas acciones que se llevan a cabo duran- 
te los recesos tan particulares que se dan después de un acto 
eleccionario. Quiero dejar en claro que los Legisladores electos 
en 1994, que asumieron el 15 de febrero de 1995, no fueron 
electos para legislar hasta el 31 de octubre de 1999, sino hasta 
el 14 de febrero del 2000. Ese es el mandato y esto se da desde 
que existe el Parlamento, y desde ese momento, durante el año 
electoral y los meses posteriores al día de las elecciones suele 
variar la composición de las bancadas, hasta tal punto que en 
muchas oportunidades se da, incluso, hasta un cambio de par- 
tido de Gobierno. En esta elección, tal como en todas, ha varia- 
do la composición del Parlamento pero no el partido de Gobier- 
no; aquí se da el caso de que el partido de Gobierno sigue 
siendo el mismo. De acuerdo con la tesis que acabo de escu- 
char, en los años electorales, luego del día de las elecciones, si 
hay una variante y a lo sumo un legislador, aun cuando se 
mantenga el partido de Gobierno, no debería levantarse el rece- 
so porque los legisladores no son electos hasta el día en que 
cesa su mandato sino hasta el día de las elecciones. Franca- 
mente, no comparto esta teoría. Personalmente, si se entiende 
pertinente, pienso legislar hasta el 14 de febrero del 2000 y, 
como he tenido la suerte de ser reelecto, en los próximos cinco 
años haré lo que pueda. Pero, reitero, los legisladores que fue- 
ron electos en 1994, lo fueron hasta el 14 de febrero del año 
2000. Por lo tanto, que cambie o no la composición del Parla- 
mento es harina de otro costal. 


Otros argumentos que he escuchado me afirman en la tesis 
de que el tema que hemos propuesto -fui uno de quienes firmó 
la convocatoria- merece que el receso sea levantado en virtud 
de su carácter de urgente. También he escuchado que los otros 
puntos que se proponen para la tercera sesión del día de hoy 
tienen urgencia porque son de alto interés social. Quiere decir 
que eso justifica la urgencia, no por una cuestión cronológica, 
sino por la expectativa social y porque hace meses que están 
siendo estudiados por una Comisión del Parlamento. Quiero 
aclarar que el proyecto que estamos considerando también hace 
meses que está en la órbita de una Comisión parlamentaria y 
fue aprobado en la Cámara de Representantes el 31 de junio de 
1998, comenzando a estudiarse en el Senado pocos días des- 
pués de esa fecha. Es decir que hace más de un año que está 
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en el Senado, lo que implica que el argumento que sirve para 
los puntos que se proponen considerar en la tercera sesión de 
hoy, también es útil para el proyecto de ley que queremos estu- 
diar en el día de hoy. Por otra parte, se suma un elemento a esta 
declaración de urgencia en la cual también juega el tema de la 
conveniencia legislativa en los trámites parlamentarios. Este pro- 
yecto ya cuenta con media sanción porque ya fue estudiado y 
analizado por la Cámara de Representantes, a tal punto que el 
Poder Ejecutivo envió enmiendas al Código del Proceso Penal 
que no son caprichosas y que, como se dice en el Mensaje 
original, recogen señalamientos y recomendaciones de diversa 
índole, entre los cuales se mencionan la Facultad de Derecho 
de la Universidad de la República, Asociaciones de Magistra- 
dos, Colegio de Abogados y sugerencias de diferentes legisla- 
dores. Quiere decir que no se trata de enmiendas caprichosas. 
A su vez, la Cámara de Representantes enriquece dicho pro- 
yecto con agregados, muchos de los cuales compartimos y 
confieso, con total sinceridad, que otros los consideramos su- 
perabundantes o redundantes, o no los compartimos totalmen- 
te, pero no hacen a la sustancia del proyecto de ley. 


En mi opinión, teniendo en cuenta el proyecto de ley que 
queremos analizar, la urgencia de los plazos, el poco tiempo 
que le queda a la Legislatura y el hecho de que ya fue aproba- 
do por la Cámara de Representantes, deberíamos poner en la 
balanza las ventajas de tratarlo en el día de hoy. Personalmente 
puedo decir que en aspectos técnicos, formales o de redacción 
-que no tengo ningún inconveniente en analizar en el día de 
hoy- quizá no concuerde con algunos de los artículos -inclusi- 
ve hay dos que son contradictorios- pero en el balance final, o 
sea en lo sustancial, que es lo que importa, lo comparto total- 
mente. Creo que estas modificaciones le hacen bien al Código 
del Proceso Penal y considero que este es el momento de vo- 
tarlas, porque hemos prorrogado la entrada en vigencia de di- 
cho Código con determinado contenido que la mayoría de los 
integrantes de la Cámara de Representantes no comparte. Prue- 
ba de ello es que lo han modificado; entonces, deberíamos 
prorrogar la entrada en vigencia del Código del Proceso Penal 
pero con la redacción que comparten las mayorías parlamenta- 
rias electas en 1994 para legislar hasta el 14 de febrero del 2000. 
Esa es la urgencia; de lo contrario, estaríamos prorrogando la 
entrada en vigencia de un Código con cuyo contenido no es- 
tán de acuerdo las mayorías y la composición parlamentaria 
hasta el 14 de febrero del 2000 es la que surgió de las eleccio- 
nes de 1994, 


En virtud de lo expuesto, no sé si es del caso realizar un 
análisis, artículo por artículo o por bloque de artículos, de las 
modificaciones que se proponen. Cabe agregar que algunas de 
ellas -reitero- provienen del Poder Ejecutivo, otras son felicísi- 
mas iniciativas de algunos integrantes de la Cámara de Repre- 
sentantes que surgieron cuando se discutían estas enmiendas 
y otras consideramos que no son del todo convenientes. Pero 
a su vez, se ha manifestado la voluntad de que en la próxima 
Legislatura se vuelva a efectuar una revisión sobre otros as- 
pectos de este Código del Proceso Penal, con lo cual nosotros 
estaríamos allanando el camino. 
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Con franqueza, señor Presidente, no sé si es esta la única 
oportunidad que tendremos para hablar; si es así, continuaré 
con el análisis de los artículos que realmente interesan. De to- 
dos modos, me parece que existe la voluntad política del Cuer- 
po para aprobar, reitero, esta modificación. 


En lo que concierne al proyecto original de enmiendas del 
Poder Ejecutivo, debo decir que lo comparto totalmente aun- 
que alguna disposición, como por ejemplo el inciso segundo 
del artículo 46 -que fue una sugerencia del Ministerio Público- 
en el que se vuelve a consagrar la independencia del Ministe- 
rio Público, me parece redundante -incluso creo que lo dice el 
Mensaje del Poder Ejecutivo- porque esa independencia ya está 
consagrada en diversos andariveles de la normativa jurídica 
uruguaya; de todas maneras, lo que abunda no daña y, por lo 
tanto, es una norma de recibo. 


Por otro lado, considero que hay modificaciones importan- 
tes en el numeral 2” del artículo 96, donde antes se establecía 
que las autorizaciones para las actuaciones que se realizan fue- 
ra del país solamente la otorgaba el Juez. En el Código del 
Proceso Penal cuya vigencia se prorrogó, no se había tenido 
en cuenta que muchas veces el Juez tiene que realizar la actua- 
ción acompañado por el Fiscal, y a este no lo puede autorizar el 
Juez porque depende del Ministerio de Educación y Cultura. 
Por lo tanto, es muy sabia la modificación que se introduce en 
el proyecto del Poder Ejecutivo a fin de que sea el Fiscal de 
Corte quien deba autorizar al Fiscal cuando acompaña al Juez 
en estas actuaciones en el exterior. 


Con referencia al numeral 1* del artículo 207 se establece la 
responsabilidad de quien le tiene que dar la copia a la persona 
que es objeto de indagatoria judicial. Me parece que esto obra 
como una garantía para la persona liberada, porque se trata de 
darle copia a quien después de un proceso es liberado. Ante- 
riormente, no se establecía de quién era esa responsabilidad de 
dar esa copia que, reitero, sirve como garantía a la persona 
liberada. 


Cuando en el numeral 2” del artículo 7* -que fue agregado 
en la Cámara de Representantes- se señala que los familiares e 
incluso la concubina pueden solicitar el abogado si la persona 
estuviera detenida, en determinado momento tuve el temor de 
que se estuviese “judicializando” o “procesalizando” a las Co- 
misarías; luego me di cuenta de que en realidad lo único que se 
hace es expresar lo que ya está sucediendo en el día de hoy. 
Esto acontece en la sede penal y no en la judicial. Entonces, 
aunque no se diga por escrito como lo hace esta modificación 
introducida en la Cámara de Representantes, cuando la perso- 
na está detenida, por lo general el que llama al abogado es un 
familiar. Por consiguiente, me parece que no se agrega nada 
nuevo. Distinto sería el caso si se hubiera establecido que esto 
se daba en sede policial -incluso creo que no lo hubiésemos 
compartido- porque como dije antes se estaría “procesalizan- 
do” las actuaciones policiales. 


También comparto totalmente la modificación del artículo 
49 donde en lugar de decir que el Ministerio Público renuncia- 
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rá, se establece que podrá renunciar. A mi juicio, esta modifica- 
ción es muy sabia. Tal como venía propuesto en el proyecto 
original del Poder Ejecutivo, el Fiscal debía renunciar; sin em- 
bargo, ahora se le da la posibilidad de renunciar de acuerdo a 
su buen criterio. Todo lo que rodea al caso concreto y las 
circunstancias que detalla y enumera el propio artículo 49 es 
una excepcionalidad y por ello creo que no se le debe embretar 
en la obligatoriedad de tener que renunciar, sino que es mejor 
abrirle la posibilidad de que lo haga. Reitero, me parece que es 
una modificación muy sabia la que introdujo la Cámara de Re- 
presentantes. En el inciso segundo pasa algo similar cuando 
se determinan las causales en las que se podrá dar esta re- 
nuncia. Se establece que es motivo de esa posibilidad de re- 
nuncia -antes era obligatoria y ahora es una posibilidad- el que 
la persona haya resarcido a las víctimas. En la Cámara de Re- 
presentantes se agregó “si sus medios y condiciones de vida 
así lo permiten”. Creo que esto también es una garantía para la 
persona procesada porque puede tratarse de un indigente. 


Por otro lado, creo que hay una pequeña contradicción 
-que no es del caso analizar ahora- porque el inciso segundo 
del artículo 50 refiere al denunciante o a quien invoque un 
interés legítimo, con lo que estamos totalmente de acuerdo. 
Debemos tener presente que la persona que invoque un interés 
legítimo no necesariamente tiene que ser el denunciante; es el 
caso concreto de un familiar. Puede no ser la víctima y de todas 
maneras denunciar. También puede haber sido otra persona y 
no un familiar quien haya hecho la denuncia. Por lo tanto, un 
familiar tiene un interés legítimo y puede reunir los requisitos 
necesarios para ser el denunciante. La contradicción se da cuan- 
do se expresa “sin perjuicio de la facultad que le otorga al 
Tribunal el inciso tercero del artículo 143”. Allí se está hablan- 
do de cosas distintas, pero es un detalle que puede ser salvado 
el año que viene y, además, no hace al fondo del asunto. El 
artículo 143 se refiere a situaciones anteriores al comienzo de la 
actuación procesal, es decir, al momento de la denuncia, mien- 
tras que el artículo 50 rige para el momento en que ya está todo 
sustanciado. Insisto, me parece que esta es una cuestión que 
no hace al fondo del asunto y que simplemente se trata de un 
desapercibimiento de la Cámara de Representantes que no pro- 
voca ningún trastorno en la armonía del Código del Proceso 
Penal. 


El numeral 3 del artículo 51 -que es un agregado que se 
hizo en la Cámara de Representantes- consideró que no es co- 
rrecto -lo digo con total franqueza y en este momento porque 
quiero que quede el precedente para cuando el año que viene 
se traten esas posibles modificaciones que se supone va a 
enviar el Poder Ejecutivo- porque se está diciendo que el con- 
trol de los actos procesales es de resorte exclusivo del defen- 
sor. No debemos olvidar que en este nuevo Código del Proce- 
so Penal se consagran cuatro partes en el proceso penal: el 
Juez, el Fiscal, el defensor y la víctima, a la que ahora se le da 
un papel protagónico. Por consiguiente, decir que el control es 
de resorte exclusivo del defensor, me parece que es un exceso. 


Hay otra serie de modificaciones totalmente compartibles 
-seis O siete- realizadas por la Cámara de Representantes aun- 
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que no quisiera extenderme más en el uso de la palabra. Sin 
perjuicio de ello, en el artículo 238 se eliminó el numeral 4? que 
establecía que era nulo si las partes no están en el momento de 
la audiencia; a mi juicio eso es elemental. Si estamos consa- 
grando las audiencias públicas, la no presencia de las partes 
implica la nulidad. Por lo tanto, me parece bien que se haya 
eliminado el numeral 4* del artículo 238. Para que se nos diga 
que pecamos por omisos, vamos a volver al Mensaje del Poder 
Ejecutivo. 


Hemos analizado, tal vez de una manera muy rápida, modifi- 
caciones que envía el Poder Ejecutivo y otras que introduce la 
Cámara de Representantes. 


Volviendo al Mensaje del Poder Ejecutivo, señalo que hay 
tres modificaciones que intencionalmente he dejado para el fi- 
nal. Una de ellas es el artículo 22. En el proyecto original del 
Poder Ejecutivo -y lo señalamos públicamente en su momento- 
se cometía el error de definir el delito militar. En esta modifica- 
ción que envía el Poder Ejecutivo y que fue aprobada en la 
Cámara de Representantes se elimina esta definición y, como 
consecuencia de eso, queda vigente la Ley N” 14.068, que era 
la que incluía, en la órbita de los delitos militares, los actos 
cometidos por civiles que pudieran comprometer la seguridad 
pública. Creo que la historia del Uruguay ha demostrado la 
sabiduría de la vigencia de esa ley. 


Por lo demás, he escuchado el peligro de las contiendas de 
jurisdicción. En ese sentido quiero citar el caso concreto que 
se dio el año pasado o éste -no recuerdo bien- en el que un 
guardia carcelario de las Fuerzas Armadas mató a una persona 
que intentaba fugar del COMCAR. Siempre que se establece 
una contienda de competencias, la que resuelve es la Suprema 
Corte de Justicia y siempre se han respetado sus decisiones. 
Por lo tanto, el argumento de que puede haber una contienda 
de competencia no es válido a la luz de la historia de lo que han 
sido las contiendas de competencias en este país en el pasado 
y en los tiempos recientes; por eso cito ex profeso lo que suce- 
dió cuando este guardia mató a una persona que intentaba 
fugar del COMCAR. Es decir que aquí no se está inventando 
absolutamente nada. El artículo 21 del Código del Proceso Pe- 
nal vigente tampoco definía lo que era el delito militar. Esto es 
lo que quería decir sobre el primero de los tres artículos que 
dejé para el final. 


Por otro lado, el artículo 142 motivó grandes discusiones 
cuando este proyecto de ley llegó al Parlamento. Esta disposi- 
ción hablaba del registro de dependencias o de allanamiento de 
dependencias. Lo que se hizo con este artículo en el proyecto 
del Poder Ejecutivo fue modificarlo, en el sentido de que que- 
dan bajo la órbita de la jurisdicción militar aquellas dependen- 
cias que son militares. Lamentablemente, en la Cámara de Re- 
presentantes se suprimió el término “eventualmente”. ¿En qué 
consiste la modificación? Es una dependencia militar un cuar- 
tel, una nave de guerra y un avión militar. Al suprimirse en la 
Cámara de Representantes el término “eventualmente”, se sa- 
can de la jurisdicción militar dependencias que no son estricta- 
mente militares pero que, ocasionalmente están en dicha órbita. 
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Menciono nuevamente el caso del COMCAR, que no es una 
dependencia militar, pero eventualmente está en esa órbita. Me 
parece que en el resto esto es acertado porque, en definitiva, lo 
que se está haciendo es una reproducción textual de lo que era 
la legislación anterior y, además, viene en consonancia con el 
artículo 141. El artículo 142 establece que es de jurisdicción 
militar el allanamiento o las indagatorias en las dependencias 
militares y el artículo 41 dice textualmente “para el registro de la 
casa de Gobierno, del Palacio Legislativo y de las sedes centra- 
les de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo, de la Corte Electoral y del Tribunal de 
Cuentas, el Tribunal realizará personalmente la diligencia y ne- 
cesitará la autorización por escrito del Presidente de la Repúbli- 
ca o de los Presidentes de los demás organismos respectiva- 
mente.” Es decir que existe una armonía con la modificación 
que ahora envía el Poder Ejecutivo. Reitero que para allanar el 
Palacio Legislativo, la Suprema Corte de Justicia y el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, hace falta la autorización 
escrita y la firma del Presidente de la República y, al mismo 
tiempo, la del Presidente del organismo correspondiente. En 
cambio, para allanar una dependencia militar no se es tan exi- 
gente ya que el juez militar puede hacerlo sin autorización es- 
crita alguna. No obstante, quien debe concurrir es el juez militar 
y no el juez ordinario, porque son dependencias militares y en 
la jurisdicción militar deben estar. 


En definitiva, en ello consiste esa modificación. 


La tercera modificación, que tal vez fue la que despertó más 
polémica -me gusta llamar las cosas por su nombre y, por lo 
tanto, voy a dejar sentada mi posición para que quede cons- 
tancia en la versión taquigráfica, que es un documento que 
muestra fielmente lo que el Legislador quiso hacer- es cuando 
se está hablando en el artículo 169 de quienes no tienen el 
deber de comparecer personalmente como testigos. En el pro- 
yecto que hoy vamos a votar se agrega “los oficiales superio- 
res”. ¿Dónde está la diferencia? En el proyecto original, es de- 
cir, el que está votado y cuya puesta en vigencia fue prorroga- 
da, solamente se hablaba de los oficiales generales, en los que 
se incluye únicamente a los que están en actividad. Entonces, 
al mencionarse “oficiales superiores”, también abarca -y esto lo 
quiero dejar bien en claro- a quienes están en situación de 
retiro, porque quien define qué es un oficial superior es la Ley 
Orgánica militar de las Fuerzas Armadas y lo hace con mucha 
claridad: son los que están en actividad y los que están en 
retiro. Estoy totalmente de acuerdo con esta, más que modifica- 
ción, aclaración -también lo está la mayoría de la Cámara de 
Representantes- o, tal vez, podríamos decir que es una enmien- 
da de un error que se cometió cuando se redactó el Código del 
Proceso Penal que actualmente está votado y cuya vigencia 
está aplazada. Reitero que con este Mensaje del Poder Ejecuti- 
vo se introducen modificaciones que, en mi modesta opinión, 
son mejoras, algunas de ellas muy importantes. También ha 
habido cambios por parte de diferentes iniciativas de distintos 
representantes que, en su mayoría, implican mejoras al texto de 
este Código del Proceso Penal, cuya vigencia ha sido aplazada. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa desea proponer al Cuerpo, 
en forma muy práctica, que las siguientes dos sesiones extraor- 
dinarias se realicen en forma sucesiva, a medida que cada una 
vaya concluyendo, a los efectos de no tener que votar en cada 
oportunidad. 


Si no hay objeciones, se procedería de esa forma. 


-S1 no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto 
en general. 


(Se vota:) 

-17 en 24. Afirmativa. 

SEÑOR MICHELINI- Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Muy brevemente. Hemos votado en 
contra estas modificaciones, no porque no estemos de acuerdo 
con algunas de ellas, sino porque la semana anterior, el Senado 
de la República, al prorrogar la entrada en vigencia del Código 
del Proceso Penal, adoptó la decisión de no cumplir la tarea 
que había comenzado de no dotar los recursos correspondien- 
tes. 


En consecuencia, tal como vienen estas enmiendas -algu- 
nas buenas y con otras no estoy de acuerdo- será necesario 
que pasen a la Cámara de Representantes porque existen algu- 
nos artículos, como por ejemplo el último concerniente a la 
prórroga, que no se puede votar porque ya se prorrogó. Ade- 
más, el próximo año va a haber modificaciones del nuevo Parla- 
mento e incluso todos están contestes en que estas modifica- 
ciones no bastan. 


Por lo tanto, señor Presidente, creo que estamos haciendo 
una tarea que no va a tener el final que algunos señores Sena- 
dores, con buena fe, están planteando. 


SEÑOR PRESIDENTE. En discusión particular. 
Léase el artículo 1*. 


SEÑOR RICALDONTI.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR RICALDONTI.- Mociono para que se suprima la lec- 
tura y que la votación se efectúe en bloque. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar la moción formulada. 


(Se vota: ) 


-19 en 24. Afirmativa. 
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-La Mesa consulta si se desea plantear el desglose de algu- 
nos de los artículos. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY--- Nosotros no lo vamos a solicitar 
porque habida cuenta de que tanto este proyecto de ley como 
el que sancionamos de prórroga, se estarían aprobando el mis- 
mo día, suponemos que con la prudencia del caso el Poder 
Ejecutivo en su debida promulgación, lo hará de tal manera que 
éste resulte promulgado en primer lugar y el otro después para 
que no se produzca confusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los artículos 
1241. 


(Se vota: ) 
-19 en 26. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Es a efectos de plantear una pre- 
gunta que quizás resulte parcialmente contestada por la inter- 
vención previa del señor Senador que me precedió en el uso de 
la palabra. 


Concretamente, pregunto a la Mesa si interpreta que el últi- 
mo artículo que contiene este proyecto de ley y que establece 
como vigencia del Código la fecha febrero del 2000, implica una 
modificación de la Ley que se votó la semana pasada que esta- 
blecía que la vigencia era en el 2001 y que ya fue sancionada 
por la Cámara de Representantes. 


Creo que el señor Senador Atchugarry está insinuando o 
proponiendo la razonabilidad del Poder Ejecutivo al momento 
de promulgar, aunque no entiendo de qué forma, porque si 
promulga primero este proyecto de ley, luego tiene que promul- 
gar el otro. Entonces, el problema teórico que se plantea es 
bastante más fuerte que el que se puede solucionar con tanto 
pragmatismo. Las leyes existen desde su sanción y lo que hace 
la promulgación - para algunos, no para todos - es darle efecti- 
vidad. 


Dejo planteada la interrogante porque, con toda sinceridad 
y más allá de la buena voluntad que los señores Senadores 


372-C.S. 


puedan haber puesto, me parece que es ésta una desprolijidad 
legislativa manifiesta, por usar una terminología bastante con- 
templativa. 


9) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos en el Or- 
den del Día, se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 16 y 10 minutos, presidiendo el Licen- 
ciado Hugo Fernández Faingold y estando presentes los seño- 
res Senadores Arismendi, Bentancur, Bergstein, Caviglia, Cid, 
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Chiesa, Chiruchi, Garat, García Costa, Gargano, Irurtia, Kor- 
zeniak, Mallo, Michelini, Millor, Pais, Pereyra, Pozzolo, Ri- 
caldoni, Sanabria, Sarthou, Segovia y Virgili). 
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